Causa n° 105.778    (j.13) 


///la ciudad de San Isidro, a los 28 días del mes de agosto de dos mil ocho, se reúnen en Acuerdo los señores Jueces de la Sala Segunda de la Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial San Isidro, doctores ROGER ANDRE BIALADE, JUAN IGNACIO KRAUSE y MARIA IRUPE SOLANS, para dictar sentencia en el juicio: “Font Vicente s/ concurso preventivo s/ incidente de revisión (Fisco)” causa nº 105.778; y habiéndose oportunamente practicado el sorteo pertinente (arts. 168 de la Constitución de la Provincia y 263 del Código Procesal Civil y Comercial), resulta que debe observarse el siguiente orden: Dres. Krause, Soláns y Bialade, resolviéndose plantear y votar las siguientes:

        
C U E S T I O N E S

     1ª ¿Es justa la sentencia apelada?

2ª ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

          V O T A C I O N

A la primera cuestión, el señor Juez doctor Krause dijo:

1º) La sentencia dictada a fs. 25/27 hizo lugar al incidente de revisión promovido por el Fisco de la Provincia de Buenos Aires por impuesto sobre los ingresos brutos por el período comprendido entre el 11/01 y el 2/02, desestimando la pretensión deducida por los períodos 01 al 10/01. 

Apela el incidentista, conforme los agravios presentados a fs. 34/36.

2º) Los agravios del recurrente se circunscriben al rechazo del incidente promovido por los períodos 01 al 10/01, los que, a su entender, no debieron ser declarados prescriptos. Sostiene a su respecto que debió aplicarse la segunda parte del art. 133 del Código Fiscal, el que prevé que los términos de prescripción comenzarán a correr desde el 1º de enero siguiente al año que se produzca el vencimiento de los plazos generales para la presentación de declaraciones juradas e ingreso del gravamen para las obligaciones cuya determinación se produzca sobre la base de declaraciones juradas de período fiscal anual. Insiste en que -dado que el impuesto a los ingresos brutos requiere de una declaración jurada anual- el término de prescripción de los períodos correspondientes al año 2001 (tal los que se reclaman) comenzó a correr a partir del 1º de enero de 2003, venciendo en consecuencia el término para iniciar la acción el 1º de enero de 2008.. 

No le asiste razón. 

El Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires en su art. 133 (t.o. 2006) complementando lo dispuesto por los arts. 131 y 132 se refiere al modo de computar cada una de las prescripciones en ellos mencionadas. La legislación provincial  adopta al efecto el sistema de cómputo derivado del Código Tributario alemán, que sirvió de base a la ley nacional 11.683 -art. 57, t.o. 1998-, disponiendo que la prescripción comienza a correr desde el 1º de enero siguiente al año al cual se refieren las obligaciones (Giuliani Fonrouge- Navarrine, “Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires”, Ed. Depalma, p. 202).  En este sentido, tanto la ley nacional como la provincial marcan una diferencia apreciable entre el régimen de la prescripción en las obligaciones tributarias y el corriente en derecho civil al disponer que la misma se inicia con la terminación del año en que la pretensión haya surgido, lo cual resulta práctico por facilitar el cómputo de los términos (Giuliani Fonrouge- Navarrine, “Procedimiento tributario y de la Seguridad Social, 9º ed., Lexis Nexis, p. 414). 

Si bien el citado artículo 133 prevé para las obligaciones cuya determinación se produzca sobre la base de declaraciones juradas de período fiscal anual, que el término de prescripción comenzará a correr a partir del 1º de enero siguiente al año que se produzca el vencimiento de los plazos generales para la presentación de declaraciones juradas e ingreso del gravamen, tal –lo adelanto- no es el caso de autos.. 

En efecto; contrariamente a lo sostenido por la apelante, la obligación derivada del impuesto a los ingresos brutos, no constituye un supuesto contemplado en la norma dado su modo de determinación, liquidación y pago, así como también a la modalidad establecida para la presentación de las declaraciones juradas.  Es cierto que el art. 182 del Código Fiscal prescribe que el período fiscal del gravamen en análisis es el año calendario. En este sentido, se lo ha considerado un gravamen periódico o de ejercicio fiscal anual, esto es, referido a manifestaciones económicas continuadas en el tiempo (en contraposición a los llamados “impuestos instantáneos” en los que la obligación tributaria se relaciona con un momento o acto determinado) (Jarach, “Finanzas Públicas y derecho tributario”, p.822 citado por Enrique g. Bulit Goñi, “Impuesto sobre los ingresos brutos”, 2º ed., p. 51). Sin embargo, el hecho de que genéricamente se lo considere un impuesto de ejercicio, no obsta a que las legislaciones dispongan períodos de pago menores, sean anticipos o pagos definitivos (Enrique g. Bulit Goñi, ob. cit.), siendo ello  una de las circunstancias relevantes para establecer el inicio del cómputo de la prescripción.

Precisamente -tal como lo resueve el juez a quo- en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires, conforme lo establecen los arts. 182 y ss. del Código Fiscal, el impuesto a los ingresos brutos debe abonarse en forma mensual o bimestral, según la naturaleza de los contribuyentes. Su determinación no se practica mediante declaración jurada anual, puesto que el art. 183 establece que la declaración jurada anual que deberá presentarse juntamente con la liquidación del último anticipo mensual o bimestral del año, constituye sólo un resumen de la totalidad de las operaciones del período. 

Así pues, en el impuesto sobre los ingresos brutos, la determinación del gravamen se efectúa en base a los ingresos brutos devengados durante el mes o bimestre respectivo por el ejercicio de la actividad gravada, debiendo ingresarse el impuesto dentro del mes calendario siguiente al vencimiento de cada mes o bimestre (arts. 161, 182, 183 del Cód. Fiscal t.o. 2004, arts. 33 y 34 de la D.N. Serie “B” 1/2004).  La declaración jurada anual no constituye la base sobre la cual se determina el impuesto sobre los ingresos brutos, sino que –reitero- ésta reviste un carácter informativo, cuya finalidad es resumir la totalidad de las operaciones del período fiscal y detalle de los pagos ya efectuados, el cual, conforme a la ley, se corresponde con el año calendario (art. 182 cit.). Corrobora lo expuesto las diferentes consecuencias que podrían resultar de omitirse la presentación de la declaración jurada anual y de no realizarse la correspondiente a un anticipo; el primer caso, daría lugar a la aplicación de multa por infracción a los deberes formales, mientras que el segundo, además de una multa por infracción a los deberes formales, acarrearía una multa por omisión del impuesto, con más los intereses correspondientes, siempre y  cuando exista actividad gravada (Tribunal Fiscal de Apelación de Buenos Aires, sala I, 26/06/2007, Las Raíces S.A., voto del Dr. Folino). 

Por lo demás de hacerse lugar a los agravios del incidentista y excluir al gravamen en análisis del plazo general de inicio del cómputo del término de prescripción, se estaría implícitamente extendiendo el término de prescripción quinquenal, vulnerando la actual doctrina de nuestro Superior Tribunal en la causa “Cooperativa Provisión Almaceneros Minoristas de Punta Alta Limitada s/ concurso preventivo s/ incidente de revisión promovido por Fisco de la Provincia de Buenos Aires” (81.253 del 30-5-2007) y de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en autos “Filcrosa S.A. s/ quiebra s/ incidente de verificación de Municipalidad de Avellaneda”(F.194 XXXIV, set. del 30-9-2003). 

Voto por la afirmativa.

A la misma cuestión, los señores Jueces doctores Soláns y Bialade por iguales consideraciones, votaron también por la afirmativa.

A la segunda cuestión, el señor Juez doctor Krause dijo:

Dada la forma como se ha resuelto la cuestión anterior, corresponde confirmar la resolución recurrida en todo lo que decide y ha sido materia de agravio, con costas en el orden causado atento no mediar oposición (arts. 68 y 69 del C.P.C.C.; 278 de la ley 24.522), difiriendo la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 ley 8904).

   
ASI LO VOTO

A la misma cuestión los señores Jueces doctores Soláns y Bialade, por iguales motivos votaron en el mismo sentido.

Con lo que terminó el Acuerdo, dictándose la siguiente:




S E N T E N C I A

POR ELLO, en virtud de las conclusiones obtenidas en el Acuerdo que antecede y de los fundamentos expuestos en el mismo se confirma la resolución recurrida en todo lo que decide y ha sido materia de agravio, con costas en el orden causado atento no mediar oposición (arts. 68 y 69 del C.P.C.C.; 278 de la ley 24.522), difiriendo la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 ley 8904).

Reg. y dev. 

